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Resumen
Desde hace más de veinte años, importantes transformaciones han sido 
efectuadas en el seno de las políticas sociales implementadas en América 
del Norte, Oceanía y Europa del Este. Este viraje político puede ser com-
prendido como un remplazo de las formas que adquiría el Estado-provi-
dencia por el modelo del Estado social activo. En un primer momento, este 
artículo se consagrará a la descripción de las principales características de 
las políticas sociales de activación. Más adelante, se analizarán los impa-
ses éticos que estas políticas presentan a partir de investigaciones sobre 
profesionales de la intervención social que trabajan en el marco de estas 
políticas y sobre la experiencia de sus destinatarios.
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Abstract:
Since more than 20 years, major changes occurred in the social policies 
of North America, Oceania and Western Europe. This political turn can be 
seen as a replacement of previous forms of Welfare State by the model of 
the Active Social State. This paper will first describe the main features of 
activation social policies, and then analyze the ethical deadlocks they pre-
sent, on the basis of empirical studies involving workers of the social field 
and people targeted by these policies.
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Desde hace más de veinte años, im-
portantes transformaciones han sido 
efectuadas en el seno de las políticas 
sociales implementadas en América 
del Norte, Europa del Este y Ocea-
nía. Una transformación de las refe-
rencias teóricas, axiológicas (valores 
promulgados), y metodológicas de las 
políticas sociales puede ser observada 
en relación a las formas que tomó del 
Estado-providencia luego de la Gran 
Depresión y de la Segunda Guerra 
Mundial. En efecto, los objetivos, el 
discurso, la organización y las prácti-
cas de los organismos públicos, para-
públicos y comunitarios que tienen un 
mandato de ayuda o de acción social 
se ven modificados según una racio-
nalidad calificada por diversos autores 
como “modelo del Estado social acti-
vo” (Barbier, 2009; Franssen, 2008; 
Orianne, 2004; Verhoeven, 2002). En 
un primer momento, este artículo des-
cribirá la naturaleza de este cambio e 
identificará las características de las 
políticas sociales de activación enten-
didas como movimiento político, insti-
tucional y organizacional actualmente 
dominante en la mayor parte de los 
países miembros de la Organización 
de cooperación y de desarrollo econó-
micos (OCDE). Luego de este estado 
de situación y basados en la síntesis 
de los escritos que analizan la evolu-
ción actual del campo de lo social en 
diferentes países de la OCDE y de las 
observaciones de terreno realizadas 
en Quebec y en Francia, la pregun-
ta siguiente será examinada: ¿en qué 
sentido las políticas sociales de activa-
ción pueden presentar impases éticos 
durante su implantación sobre los gru-
pos a los cuales están dirigidas?
Este cuestionamiento encuentra su 
origen en las constataciones siguien-
tes: por una parte, fenómenos de “per-
dida de sentido”, de falta de compro-
miso, de desgaste (burn-out) en los 
profesionales de la intervención social 
han sido ampliamente documentados 
en los últimos años (en Australia y 
en Gran Bretaña: Meagher y Parton, 
2004; en Francia: Molinier, 2004; y, 
más cerca de Quebec, en la Nueva Es-
cocia: Weinberg, 2009, y en Quebec: 

Vézina y Saint-Arnaud, 2011). Todo 
aquello es testimonio de un malestar 
bastante generalizado en este cam-
po. Por otro lado, los efectos de estos 
cambios para la población acogida en 
los organismos sociales han sido sor-
prendentemente poco documentados. 
Igualmente es posible identificar algu-
nas críticas alrededor de los puntos si-
guientes que surgen de la población en 
situación de pobreza (Durif-Bruckert y 
Gonin, 2011): la percepción de incon-
gruencia entre los servicios ofrecidos 
y las necesidades de los usuarios –en 
particular, las exigencias ligadas al uso 
de los servicios son vistas como incon-
gruentes con la realidad en la que los 
y las usuarias viven–, la complejidad 
y el fraccionamiento de los caminos a 
seguir para obtener la ayuda o los cui-
dados necesarios y el sentimiento de 
no ser reconocido/a en la relación con 
los profesionales (ver también Gre-
nier, 2011). 
Hay entonces lugar para cuestionarse 
sobre las transformaciones que mar-
can actualmente el campo de la inter-
vención social: sí, de manera realista, 
no es posible esperar que las políticas 
sociales sean perfectas, es posible sin 
embargo preguntarse si el modelo del 
Estado social activo no desemboca en 
impases éticos considerables para la 
población y los profesionales compro-
metidos en la intervención social. 

El Estado social activo: 
activar a los usuarios y a 
los profesionales
“Cada vez más, nos piden producir, 
tener resultados”. Sra. A., trabajadora 
social, Montreal, Quebec).
“Pero yo soy alguien que, insisto, cree 
en el potencial de la persona, y que es 
exigente. Ya que, dado que yo creo, yo 
exijo… yo tengo el derecho de exigir lo 
mejor de ellos mismos. En general, eso 
los anima”. (Sra. E., consejera en inser-
ción profesional, Lyon, Francia).

El modelo del Estado social activo se 
gestó a partir de una crítica de los 
modelos de Estado-providencia y de 
Estado de Bienestar desarrollados 
en el curso del siglo XX (Franssen, 

2003). Los rasgos comunes de estos 
últimos, pese a la diversidad de formas 
que ellos adquirieron según los países 
(Esping-Andersen, 1990; Ferragina y 
Seeleib-Kaiser, 2011), se miden más 
bien considerando las transformacio-
nes operadas entre 1990 y 2010. El vi-
raje político recientemente efectuado 
hacia la acentuación de la responsabi-
lidad individual, en América del Norte 
(Hacker, 2006), en Oceanía (Lonne, 
McDonald y Fox, 2004) y en Europa 
(Van Oorschot, 2006; Hache, 2007; 
Franssen, 2008), muestra en qué sen-
tido las políticas sociales desplegadas 
progresivamente en el transcurso del 
siglo XX reposaban principalmente 
sobre la distribución de las riquezas 
(más o menos amplia) y sobre una 
concepción más colectiva de las res-
ponsabilidades vinculadas a los pro-
blemas sociales –bien que esto sea en 
el plano de la explicación de sus orí-
genes o de las respuestas a esos pro-
blemas sociales–. Tal como lo enfatiza 
Wim Van Oorschot a propósito de las 
políticas sociales danesas: “El sistema 
no solo ha perdido una parte de su ca-
rácter solidario, él se ha vuelto menos 
colectivo” (2006: 13). 
Este viraje puede ser vinculado al dis-
curso social que moviliza la figura del 
“asistido” (Morel, 2002) en tanto que 
individuo pasivo que “se aprovecha” 
del sistema y no hace los esfuerzos 
suficientes para “hacerse cargo de sí 
mismo” en lo que respecta a su salud, 
situación social o incluso profesional 
(ver Ross, 2009, un ejemplo de este 
discurso en los Estados Unidos de los 
años 1980). Al reactualizar la figura del 
“mal pobre” (Geremek, 1978), el “asisti-
do” representa el reverso del “contri-
buyente” y viene a justificar el hecho 
de “activar a los ciudadanos, sus com-
petencias, sus recursos” (Verhoeven, 
2002: 13) presuponiendo en ellos una 
tendencia a la pasividad. Así, las políti-
cas sociales de activación hunden sus 
raíces en la corriente del workfare, 
iniciado en los años 1970 en los Esta-
dos Unidos bajo la administración de 
Richard Nixon. Sin embargo, la lógica 
inicialmente solicitada por la gestión 
social del desempleo y de la pobreza 
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se hizo extensiva al sector de la salud 
y de los servicios sociales en su con-
junto. Este nuevo modelo de acción 
pública en el campo social y de la salud 
transforma profundamente los objeti-
vos y el funcionamiento de los organis-
mos cuya acción toca la población en 
situación de pobreza, desempleados, 
discapacitados, excluidos, etc. Como 
lo subraya Jean-François Orianne: La 
“activación” reviste una doble signi-
ficación: 1) “activar” el gasto público 
para asegurar una gestión proactiva 
de los riesgos sociales; 2) “activar” los 
individuos a quienes atañe este gasto 
público, por una parte los beneficia-
rios, por otra los profesionales encar-
gados de ejecutar las políticas públicas 
(2005: 2).
La activación de los beneficiarios de 
estas políticas se apoya en las nuevas 
formas de condicionalidad (Dufour, 
Boismenu y Noël, 2003) de la atribu-
ción de las ayudas o de los servicios: 
más allá de las condiciones ligadas a 
la situación de los individuos (desem-
pleo, pobreza, situación de calle, etc.), 
la atribución puede hacerse condicio-
nal a la puesta en práctica de ciertas 
conductas. Los beneficiarios deben 
así, por ejemplo, demostrar que han 
buscado activamente un empleo, o que 
la “obligación de inserción”35 ha sido 
respetada. El discurso estatal e insti-
tucional en relación a los “derechos y 
deberes” o de las “responsabilidades” 
de los beneficiarios, presentes tanto 
en Francia como en Quebec (Morel, 
2002), se inscribe en esta transfor-
mación ideológica. Ahora bien, si las 
ayudas o servicios son otorgados bajo 
la condición de cumplir ciertos debe-
res, es el principio mismo del derecho 
a esos bienes que es cuestionado y 
los bienes se convierten en privilegios 
susceptibles de ser revocados. Estas 
formas de condicionalidad deben ser 
vinculadas a la acentuación de la res-
ponsabilidad individual (Soulet, 2005) 
que caracteriza las políticas sociales 
de activación: “En todos los países 
[que implementan estas políticas], la 
retórica política ha perseguido obje-
tivos simbólicos de afirmación de un 
discurso de responsabilización (y de 

culpabilización) de las personas” (Bar-
bier, 2009: 28). Esta forma de condi-
cionalidad del acceso a los servicios o 
a la ayuda valida, en el plano político, 
un clima de desconfianza frente a las 
personas a las que se dirigen las polí-
ticas sociales y de salud. Ella traduce 
la suspicacia en cuanto a sus capaci-
dades o a su buena voluntad (falta de 
voluntad para “salir adelante”, para 
esforzarse o trabajar), lo que indica y 
ratifica el hecho de que las confianzas 
de base frente a ciertos ciudadanos y 
ciudadanas se hayan quebrado. 
Por otra lado, el financiamiento de 
los organismos y de los programas 
sociales se hizo igualmente condicio-
nal al hecho de alcanzar un “blanco” 
y de demostrar su “performance” 
(AQESSS. 2011) sobre la base de datos 
cuantitativos. La obligación de medios 
anteriormente esperada del campo de 
la salud y de los servicios sociales se 
ve así doblada por una obligación de 
resultados. En esta perspectiva, la de 
ahora en adelante célebre “nueva ges-
tión pública” puede ser comprendida 
como un medio de activación del gas-
to público y de los profesionales del 
campo social. Nuevos modelos organi-
zacionales son desarrollados para im-
plantar estas transformaciones políti-
cas e ideológicas: Poco a poco, se hizo 
el hábito de importar [en el servicio 
público] los principios y los métodos 
provenientes del mundo de la empre-
sa, la cual sería, debido a su exposición 
al mercado, constreñida a una eficacia 
óptima. Es importante distinguir dos 
principios de gestión y de organiza-
ción que son aplicados al servicio pú-
blico: 1) principios de economía de es-
cala destinados a mejorar la eficiencia: 
productividad, concentración de los 
establecimientos, especialización de 
las prestaciones, informatización del 
acceso a la información; 2) principios 
fundados en el contrato, en la gestión 
de los recursos, destinados a estimular 
la eficacia de la organización y la ges-
tión: contractualización de los objeti-
vos, descentralización de la gestión, 
solicitud de auditorías, externalización 
y subcontratación, gestión de recur-
sos humanos, gestión individualizada 

de las competencias, evaluación de re-
sultados… (Ginsbourger, 2008: 21).
Lo que es descrito por Françis Gins-
bourger en relación a las transfor-
maciones de los servicios públicos 
corresponde igualmente a las realida-
des del contexto quebequense, y con-
cierne por otra parte a los organismos 
parapúblicos y a veces incluso a los 
organismos creados por la sociedad 
civil (tal como los organismos comuni-
tarios). Aquello también confluye con 
lo señalado por Gabrielle Meagher y 
Nigel Parton: “El proceso de moder-
nización puede ser visto como una 
profundización de la creciente gestión 
del trabajo social y del cuidado social 
a través de un intenso foco puesto en 
la performance y en la eficiencia de 
los blancos, siempre juntos con el cre-
ciente énfasis en regímenes centrali-
zados y procedurales de inspección y 
escrutinio” (2004: 11).
En relación con la estandarización in-
herente a estas formas de regulación, 
las políticas sociales de activación en-
tran en coherencia con la epistemolo-
gía basada en la evidencia (Couturier 
y Carrier, 2003; Paillé, 2012) y en las 
“mejores prácticas” definidas a partir 
de esta epistemología. Este vínculo es 
explícitamente formulado en un docu-
mento oficial del Ministerio de la Salud 
y de los Servicios sociales de Quebec: 
Por una parte, la estandarización tie-
ne por objetivo el alineamiento de las 
prácticas con las normas y los están-
dares reconocidos y aplicables a los 
contextos locales. La estandarización 
se aplica también a las prácticas clíni-
cas individuales y de grupo por medio 
de la adhesión a protocolos o líneas di-
rectivas fundadas sobre la evidencia o 
las mejores prácticas según el consen-
so de los expertos (MSSS, 2004: 25).
Con estos protocolos y líneas directi-
vas que corresponden a una represen-
tación precisa de los procedimientos 
de intervención, se hace posible un 
control más estrecho de las activida-
des de intervención en nombre de “la 
apreciación de la performance” de los 
organismos, así como, de un punto de 
vista individual, de la performance de 
los profesionales de la intervención. 

Las comparaciones mensuales efec-
tuadas entre los Centros locales de 
servicios comunitarios (MSSS, 2009) 
y más ampliamente en el seno de la red 
de la salud y de los servicios sociales 
a nivel local, regional y provincial, se 
inscriben en esta lógica. 
Como lo subraya Philippe Chanial 
(2010) así como Meagher y Healy 
(2003), este modelo encuentra su jus-
tificación en la lógica, por lo demás 
legítima, del mejoramiento de los ser-
vicios entregados y de la vigilancia de 
la buena utilización de los fondos pú-
blicos (estos dos objetivos se combi-
nan en los principios de eficiencia y de 
eficacia). Sin embargo, ¿podemos afir-
mar que las políticas de activación per-
miten efectivamente de alcanzar esos 
objetivos? Jean Claude Barbier (2009) 
afirma que, sobre el plano económico y 
social, las promesas de estas políticas 
en cuanto a la reducción de la pobreza 
y de la exclusión social no se sostienen. 
Aplicando los principios reivindicados 
por estas políticas, su eficacia para ac-
tuar sobre los problemas sociales de 
este tipo está lejos de ser demostrada. 
Desde un punto de vista más cualitati-
vo, ¿que podemos decir de los efectos 
de estas políticas sobre los beneficia-
rios y los profesionales encargados de 
ejecutarlas? Un análisis crítico de los 
impactos de estas políticas en el plano 
ético será desarrollado a partir de las 
observaciones realizadas en tres con-
textos distintos. 

¿En qué sentido las políti-
cas sociales de activación 
presentan impases éticos?
El análisis desarrollado a continuación 
se apoya en la evidencia empírica pro-
veniente de tres terrenos de investi-
gación: una llevada a cabo en Francia 
sobre profesionales de la intervención 
social (Gonin, 2008), otra realizada en 
Quebec sobre trabajadores sociales el 
año 2010 y una investigación realizada 
en Quebec sobre adultos mayores be-
neficiarios de intervenciones sociales 
(Grenier, 2011). Estas investigaciones 
documentan la vivencia subjetiva de 
los actores que han experimentado la 
aplicación directa de políticas sociales 

de activación. El enfoque inductivo y 
cualitativo privilegiado en estas inves-
tigaciones permite escuchar los pun-
tos de vista de los sujetos respecto de 
su práctica profesional cotidiana o de 
los servicios recibidos, sobre la base de 
preguntas abiertas que dejan a los par-
ticipantes elegir aquellos temas sobre 
los que desean hablar. 
Las dos investigaciones que permitie-
ron recoger el punto de vista de los 
profesionales de la intervención, en 
Francia y en Quebec, buscan docu-
mentar de manera general la concep-
ción que ellos tienen de su rol –fun-
ciones, contexto y modalidades del 
ejercicio profesional–. El mismo pro-
ceso de investigación fue aplicado a los 
dos terrenos: la recogida de datos con-
sistía en solicitar a los profesionales 
describir su rol y contar experiencias 
de prácticas de intervención hablando 
sobre los aspectos positivos y negati-
vos de su trabajo. Veintisiete entrevis-
tas no directivas fueron realizadas en 
Francia (14 consejeros y consejeras en 
inserción profesional que trabajan en 
asociaciones de inserción de la región 
de Lyon y 13 asistentes de servicio so-
cial del consejo general de Rhône), y 
en Quebec, 9 entrevistas fueron reali-
zadas con trabajadores y trabajadoras 
sociales que ejercen en un Centro de 
servicios sociales y de salud (CSSS) de 
la cuidad de Montreal (servicio de ayu-
da a domicilio, medio escolar y aten-
ción psicosocial). Este cuerpo de datos 
fue analizado a través de diferentes 
métodos: análisis temático (Braun y 
Clarke, 2006), análisis de las relacio-
nes lógicas (Gonin, 2008), tratamiento 
de los datos con el programa Alceste 
(Reinert, 2001), en una perspectiva 
de triangulación metodológica (Flick, 
1998). La queja bastante masiva que 
emergió en el transcurso de esta in-
vestigación, tanto en Francia como en 
Quebec, fue una sorpresa: estos datos 
nos llevaron a preguntarnos por los 
orígenes de este discurso muy crítico 
sobre la orientación y la organización 
de las intervenciones. La enunciación 
de este punto de vista crítico debiera 
ser situado en el contexto del lugar y 
los intereses que los profesionales de 

la intervención defienden, y los datos 
recogidos en el marco de nuestras in-
vestigaciones no son comprendidos 
como descripciones neutras de la rea-
lidad en la que actúan los participantes. 
No obstante, las dimensiones subjetiva 
y colectiva de estas percepciones y to-
mas de posición tiene, en sí, un valor 
informativo: estos datos nos reseñan 
sobre la manera en que estos actores 
sociales comprenden y son afectados 
por el contexto en el que se inscribe 
su actividad. Así, los datos recogidos 
en el marco de estas investigaciones 
vienen a documentar de manera cua-
litativa una dimensión que no es toma-
da en cuenta en el “Informe de apre-
ciación de la performance del sistema 
de salud y de servicios sociales (CSBE, 
2011): la dimensión del “mantenimiento 
de los valores” que permitiría estimar 
el “consenso sobre los valores del sis-
tema y el clima organizacional” (CSBE, 
2005: 17). Esta dimensión inicialmente 
prevista por la evaluación de la perfor-
mance no ha sido integrada y nuestros 
datos entregan informaciones cualita-
tivas en este sentido. 
Por otra parte, la investigación “Mi-
radas de los adultos mayores sobre el 
envejecimiento: justicia, autonomía y 
responsabilidad compartida (Grenier, 
2011) entrega un reporte de los discur-
sos de adultos mayores (30 personas), 
entre 70 y 91 años que reciben cuida-
dos y servicios a domicilio de diversos 
profesionales. La investigación tenía 
como objetivo elucidar la relación de 
estos adultos mayores con los servi-
cios, interrogándolos sobre su viven-
cia, percepción y expectativas frente al 
sistema de salud y servicios sociales a 
través de entrevistas semidirigidas. Los 
datos fueron clasificados y analizados 
(Mukamurera, Lacourse y Couturier, 
2006) con la ayuda del programa Nvi-
vo y permitieron de poner en evidencia 
que, paralelamente a la expresión de 
una satisfacción global, los adultos ma-
yores formulan quejas respecto a acti-
tudes consideradas impersonales o que 
los desvalorizan. Veremos más adelan-
te en qué sentido estas quejas pueden 
ser vinculadas a la implantación de las 
políticas sociales de activación. 
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se hizo extensiva al sector de la salud 
y de los servicios sociales en su con-
junto. Este nuevo modelo de acción 
pública en el campo social y de la salud 
transforma profundamente los objeti-
vos y el funcionamiento de los organis-
mos cuya acción toca la población en 
situación de pobreza, desempleados, 
discapacitados, excluidos, etc. Como 
lo subraya Jean-François Orianne: La 
“activación” reviste una doble signi-
ficación: 1) “activar” el gasto público 
para asegurar una gestión proactiva 
de los riesgos sociales; 2) “activar” los 
individuos a quienes atañe este gasto 
público, por una parte los beneficia-
rios, por otra los profesionales encar-
gados de ejecutar las políticas públicas 
(2005: 2).
La activación de los beneficiarios de 
estas políticas se apoya en las nuevas 
formas de condicionalidad (Dufour, 
Boismenu y Noël, 2003) de la atribu-
ción de las ayudas o de los servicios: 
más allá de las condiciones ligadas a 
la situación de los individuos (desem-
pleo, pobreza, situación de calle, etc.), 
la atribución puede hacerse condicio-
nal a la puesta en práctica de ciertas 
conductas. Los beneficiarios deben 
así, por ejemplo, demostrar que han 
buscado activamente un empleo, o que 
la “obligación de inserción”35 ha sido 
respetada. El discurso estatal e insti-
tucional en relación a los “derechos y 
deberes” o de las “responsabilidades” 
de los beneficiarios, presentes tanto 
en Francia como en Quebec (Morel, 
2002), se inscribe en esta transfor-
mación ideológica. Ahora bien, si las 
ayudas o servicios son otorgados bajo 
la condición de cumplir ciertos debe-
res, es el principio mismo del derecho 
a esos bienes que es cuestionado y 
los bienes se convierten en privilegios 
susceptibles de ser revocados. Estas 
formas de condicionalidad deben ser 
vinculadas a la acentuación de la res-
ponsabilidad individual (Soulet, 2005) 
que caracteriza las políticas sociales 
de activación: “En todos los países 
[que implementan estas políticas], la 
retórica política ha perseguido obje-
tivos simbólicos de afirmación de un 
discurso de responsabilización (y de 

culpabilización) de las personas” (Bar-
bier, 2009: 28). Esta forma de condi-
cionalidad del acceso a los servicios o 
a la ayuda valida, en el plano político, 
un clima de desconfianza frente a las 
personas a las que se dirigen las polí-
ticas sociales y de salud. Ella traduce 
la suspicacia en cuanto a sus capaci-
dades o a su buena voluntad (falta de 
voluntad para “salir adelante”, para 
esforzarse o trabajar), lo que indica y 
ratifica el hecho de que las confianzas 
de base frente a ciertos ciudadanos y 
ciudadanas se hayan quebrado. 
Por otra lado, el financiamiento de 
los organismos y de los programas 
sociales se hizo igualmente condicio-
nal al hecho de alcanzar un “blanco” 
y de demostrar su “performance” 
(AQESSS. 2011) sobre la base de datos 
cuantitativos. La obligación de medios 
anteriormente esperada del campo de 
la salud y de los servicios sociales se 
ve así doblada por una obligación de 
resultados. En esta perspectiva, la de 
ahora en adelante célebre “nueva ges-
tión pública” puede ser comprendida 
como un medio de activación del gas-
to público y de los profesionales del 
campo social. Nuevos modelos organi-
zacionales son desarrollados para im-
plantar estas transformaciones políti-
cas e ideológicas: Poco a poco, se hizo 
el hábito de importar [en el servicio 
público] los principios y los métodos 
provenientes del mundo de la empre-
sa, la cual sería, debido a su exposición 
al mercado, constreñida a una eficacia 
óptima. Es importante distinguir dos 
principios de gestión y de organiza-
ción que son aplicados al servicio pú-
blico: 1) principios de economía de es-
cala destinados a mejorar la eficiencia: 
productividad, concentración de los 
establecimientos, especialización de 
las prestaciones, informatización del 
acceso a la información; 2) principios 
fundados en el contrato, en la gestión 
de los recursos, destinados a estimular 
la eficacia de la organización y la ges-
tión: contractualización de los objeti-
vos, descentralización de la gestión, 
solicitud de auditorías, externalización 
y subcontratación, gestión de recur-
sos humanos, gestión individualizada 

de las competencias, evaluación de re-
sultados… (Ginsbourger, 2008: 21).
Lo que es descrito por Françis Gins-
bourger en relación a las transfor-
maciones de los servicios públicos 
corresponde igualmente a las realida-
des del contexto quebequense, y con-
cierne por otra parte a los organismos 
parapúblicos y a veces incluso a los 
organismos creados por la sociedad 
civil (tal como los organismos comuni-
tarios). Aquello también confluye con 
lo señalado por Gabrielle Meagher y 
Nigel Parton: “El proceso de moder-
nización puede ser visto como una 
profundización de la creciente gestión 
del trabajo social y del cuidado social 
a través de un intenso foco puesto en 
la performance y en la eficiencia de 
los blancos, siempre juntos con el cre-
ciente énfasis en regímenes centrali-
zados y procedurales de inspección y 
escrutinio” (2004: 11).
En relación con la estandarización in-
herente a estas formas de regulación, 
las políticas sociales de activación en-
tran en coherencia con la epistemolo-
gía basada en la evidencia (Couturier 
y Carrier, 2003; Paillé, 2012) y en las 
“mejores prácticas” definidas a partir 
de esta epistemología. Este vínculo es 
explícitamente formulado en un docu-
mento oficial del Ministerio de la Salud 
y de los Servicios sociales de Quebec: 
Por una parte, la estandarización tie-
ne por objetivo el alineamiento de las 
prácticas con las normas y los están-
dares reconocidos y aplicables a los 
contextos locales. La estandarización 
se aplica también a las prácticas clíni-
cas individuales y de grupo por medio 
de la adhesión a protocolos o líneas di-
rectivas fundadas sobre la evidencia o 
las mejores prácticas según el consen-
so de los expertos (MSSS, 2004: 25).
Con estos protocolos y líneas directi-
vas que corresponden a una represen-
tación precisa de los procedimientos 
de intervención, se hace posible un 
control más estrecho de las activida-
des de intervención en nombre de “la 
apreciación de la performance” de los 
organismos, así como, de un punto de 
vista individual, de la performance de 
los profesionales de la intervención. 

Las comparaciones mensuales efec-
tuadas entre los Centros locales de 
servicios comunitarios (MSSS, 2009) 
y más ampliamente en el seno de la red 
de la salud y de los servicios sociales 
a nivel local, regional y provincial, se 
inscriben en esta lógica. 
Como lo subraya Philippe Chanial 
(2010) así como Meagher y Healy 
(2003), este modelo encuentra su jus-
tificación en la lógica, por lo demás 
legítima, del mejoramiento de los ser-
vicios entregados y de la vigilancia de 
la buena utilización de los fondos pú-
blicos (estos dos objetivos se combi-
nan en los principios de eficiencia y de 
eficacia). Sin embargo, ¿podemos afir-
mar que las políticas de activación per-
miten efectivamente de alcanzar esos 
objetivos? Jean Claude Barbier (2009) 
afirma que, sobre el plano económico y 
social, las promesas de estas políticas 
en cuanto a la reducción de la pobreza 
y de la exclusión social no se sostienen. 
Aplicando los principios reivindicados 
por estas políticas, su eficacia para ac-
tuar sobre los problemas sociales de 
este tipo está lejos de ser demostrada. 
Desde un punto de vista más cualitati-
vo, ¿que podemos decir de los efectos 
de estas políticas sobre los beneficia-
rios y los profesionales encargados de 
ejecutarlas? Un análisis crítico de los 
impactos de estas políticas en el plano 
ético será desarrollado a partir de las 
observaciones realizadas en tres con-
textos distintos. 

¿En qué sentido las políti-
cas sociales de activación 
presentan impases éticos?
El análisis desarrollado a continuación 
se apoya en la evidencia empírica pro-
veniente de tres terrenos de investi-
gación: una llevada a cabo en Francia 
sobre profesionales de la intervención 
social (Gonin, 2008), otra realizada en 
Quebec sobre trabajadores sociales el 
año 2010 y una investigación realizada 
en Quebec sobre adultos mayores be-
neficiarios de intervenciones sociales 
(Grenier, 2011). Estas investigaciones 
documentan la vivencia subjetiva de 
los actores que han experimentado la 
aplicación directa de políticas sociales 

de activación. El enfoque inductivo y 
cualitativo privilegiado en estas inves-
tigaciones permite escuchar los pun-
tos de vista de los sujetos respecto de 
su práctica profesional cotidiana o de 
los servicios recibidos, sobre la base de 
preguntas abiertas que dejan a los par-
ticipantes elegir aquellos temas sobre 
los que desean hablar. 
Las dos investigaciones que permitie-
ron recoger el punto de vista de los 
profesionales de la intervención, en 
Francia y en Quebec, buscan docu-
mentar de manera general la concep-
ción que ellos tienen de su rol –fun-
ciones, contexto y modalidades del 
ejercicio profesional–. El mismo pro-
ceso de investigación fue aplicado a los 
dos terrenos: la recogida de datos con-
sistía en solicitar a los profesionales 
describir su rol y contar experiencias 
de prácticas de intervención hablando 
sobre los aspectos positivos y negati-
vos de su trabajo. Veintisiete entrevis-
tas no directivas fueron realizadas en 
Francia (14 consejeros y consejeras en 
inserción profesional que trabajan en 
asociaciones de inserción de la región 
de Lyon y 13 asistentes de servicio so-
cial del consejo general de Rhône), y 
en Quebec, 9 entrevistas fueron reali-
zadas con trabajadores y trabajadoras 
sociales que ejercen en un Centro de 
servicios sociales y de salud (CSSS) de 
la cuidad de Montreal (servicio de ayu-
da a domicilio, medio escolar y aten-
ción psicosocial). Este cuerpo de datos 
fue analizado a través de diferentes 
métodos: análisis temático (Braun y 
Clarke, 2006), análisis de las relacio-
nes lógicas (Gonin, 2008), tratamiento 
de los datos con el programa Alceste 
(Reinert, 2001), en una perspectiva 
de triangulación metodológica (Flick, 
1998). La queja bastante masiva que 
emergió en el transcurso de esta in-
vestigación, tanto en Francia como en 
Quebec, fue una sorpresa: estos datos 
nos llevaron a preguntarnos por los 
orígenes de este discurso muy crítico 
sobre la orientación y la organización 
de las intervenciones. La enunciación 
de este punto de vista crítico debiera 
ser situado en el contexto del lugar y 
los intereses que los profesionales de 

la intervención defienden, y los datos 
recogidos en el marco de nuestras in-
vestigaciones no son comprendidos 
como descripciones neutras de la rea-
lidad en la que actúan los participantes. 
No obstante, las dimensiones subjetiva 
y colectiva de estas percepciones y to-
mas de posición tiene, en sí, un valor 
informativo: estos datos nos reseñan 
sobre la manera en que estos actores 
sociales comprenden y son afectados 
por el contexto en el que se inscribe 
su actividad. Así, los datos recogidos 
en el marco de estas investigaciones 
vienen a documentar de manera cua-
litativa una dimensión que no es toma-
da en cuenta en el “Informe de apre-
ciación de la performance del sistema 
de salud y de servicios sociales (CSBE, 
2011): la dimensión del “mantenimiento 
de los valores” que permitiría estimar 
el “consenso sobre los valores del sis-
tema y el clima organizacional” (CSBE, 
2005: 17). Esta dimensión inicialmente 
prevista por la evaluación de la perfor-
mance no ha sido integrada y nuestros 
datos entregan informaciones cualita-
tivas en este sentido. 
Por otra parte, la investigación “Mi-
radas de los adultos mayores sobre el 
envejecimiento: justicia, autonomía y 
responsabilidad compartida (Grenier, 
2011) entrega un reporte de los discur-
sos de adultos mayores (30 personas), 
entre 70 y 91 años que reciben cuida-
dos y servicios a domicilio de diversos 
profesionales. La investigación tenía 
como objetivo elucidar la relación de 
estos adultos mayores con los servi-
cios, interrogándolos sobre su viven-
cia, percepción y expectativas frente al 
sistema de salud y servicios sociales a 
través de entrevistas semidirigidas. Los 
datos fueron clasificados y analizados 
(Mukamurera, Lacourse y Couturier, 
2006) con la ayuda del programa Nvi-
vo y permitieron de poner en evidencia 
que, paralelamente a la expresión de 
una satisfacción global, los adultos ma-
yores formulan quejas respecto a acti-
tudes consideradas impersonales o que 
los desvalorizan. Veremos más adelan-
te en qué sentido estas quejas pueden 
ser vinculadas a la implantación de las 
políticas sociales de activación. 
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Fenómenos de pérdida de 
confianza frente a la insti-
tución de parte de los profe-
sionales de la intervención
Los profesionales de la intervención 
ocupan una posición privilegiada para 
testimoniar sobre las modalidades de 
organización de su actividad. ¿Qué 
dicen estos profesionales sobre la or-
ganización de su actividad y cuál es 
su punto de vista sobre las condicio-
nes actuales de sus prácticas de in-
tervención? De manera general, ellos 
presentan una mirada bastante crítica 
sobre las transformaciones recientes 
del campo social y de la salud, y esto 
de forma más marcada en el caso de 
los profesionales que tienen más de 
diez años de práctica profesional. 
De un total de 36 participantes que 
trabajan en diferentes contextos y 
organismos (la selección fue realiza-
da deliberadamente de manera muy 
heterogénea), ninguno sostiene que 
la evolución de las políticas sociales 
ha sido globalmente positiva, mien-
tras que discursos muy críticos son 
regularmente enunciados durante las 
entrevistas. Entre los pocos aspectos 
percibidos de manera positiva por los 
participantes, seis profesionales sobre 
36 estiman que las políticas actuales 
permiten de luchar contra el “asisten-
cialismo” o contra las personas que 
“se aprovechan del sistema”. Por otra 
parte, la idea que las modalidades de 
programas de acción o de inserción 
permiten de dinamizar las personas es 
expresada por los profesionales, parti-
cularmente por los consejeros y con-
sejeras en inserción profesional entre-
vistadas en Francia (11 apariciones del 
verbo “dinamizar” en el discurso de 
5 profesionales). Estas percepciones 
positivas representan un contrapunto 
poco frecuente a una mirada amplia-
mente negativa sobre la evolución que 
ha marcado el campo social en los úl-
timos años. 
En un primer momento, nosotros he-
mos descrito las principales carac-
terísticas de las políticas sociales de 
activación: ¿Cómo se traducen con-
cretamente estas características en 
las prácticas de los profesionales de 

la intervención? Los datos empíricos 
recogidos en el marco de nuestras in-
vestigaciones permiten observar las 
formas que toma el modelo de Estado 
social activo en diferentes contextos 
y lugares de práctica. La estandariza-
ción de la actividad introduce nuevos 
funcionamientos, enmarcados por 
normas, blancos específicos (objetivos 
cuantitativos) y procedimientos más 
precisos. A este marco prescriptivo 
se asocian medios de verificación que 
buscan asegurarse de manera estrecha 
que la intervención sigue el curso es-
perado y que el “blanco” es alcanzado. 
Por ejemplo, la verificación se efectúa 
de la manera siguiente en las organi-
zaciones de inserción profesional en 
Francia que recibe financiamiento del 
Fondo social europeo: Dado que es 
Europa, ellos controlan todo. Hay que 
guardar todo, hay que pensar en archi-
var bien nuestras convenciones. Para 
el fin de año, es necesario archivar 
todo el año, sabiendo que, en general, 
una vez por año, tenemos un control 
de los servicios entregados. Entonces 
por ejemplo, ¿esto quiere decir que 
uno viene con todas sus casos, ellos 
toman unos diez al azar y los abren: 
“¿Qué puede decirme usted de esta 
persona? ¿Cuáles son sus avances, y 
su CV, porque no está hecho? ¿Cuáles 
son sus avances pedagógicos, hasta 
dónde ha llegado?, etc.”. Tenemos tres 
minutos por carpeta. (Sra. K., conse-
jera pedagógica en inserción profesio-
nal, Lyon, France).
Dado que los consejos generales36 fi-
nancian igualmente estos organismos, 
ellos realizan paralelamente otra ve-
rificación de las actividades de inter-
vención: El Consejo General dice: es 
nuestro deber estar en todo momento 
a su disposición para hacer el estado 
de situación de todos los beneficiarios. 
[…] El año pasado, fuimos tres veces 
en los tres territorios en donde inter-
venimos, en un encuentro cara a cara, 
con nuestra síntesis de evaluación: 
ahí, uno por uno, 150 personas. Prime-
ro: “¿Qué hicieron ustedes? ¿Qué hizo 
la persona? ¿Por qué la persona está 
aquí? Su contrato de inserción no está 
al día…”. ¡Y no pasamos por alto a nin-

guna de las 150 personas!
Así vemos como se despliega concre-
tamente la activación de los profesio-
nales de la intervención quienes deben 
demostrar la eficacia y la pertinencia 
de su acción frente a sus financistas, 
particularmente presentando “indica-
dores de logro37” suficientemente ele-
vados como para que su financiamien-
to sea reconducido. La verificación de 
la actividad no es siempre realizada de 
manera tan estrecha, pero ella está sin 
embargo bien presente en el espíritu 
del conjunto de los profesionales de 
la intervención interrogados, quienes 
impugnan por otro lado regularmente 
estas modalidades de verificación: “La 
rendición de cuentas, tú sabes, la car-
ga administrativa de este programa, 
¡ufff! Esto nos impide un poco, yo en-
cuentro, de estar en la acción, además 
de… dar cuenta realmente de nuestra 
profesión en el cotidiano, ahí, cuando 
pasamos prácticamente casi el mismo 
tiempo llenando formularios, notas, 
estadísticas…” (Sra. C., trabajadora so-
cial en CSSS, Montreal, Quebec).
Seis de los nueves profesionales de la 
intervención entrevistados en Que-
bec enuncian espontáneamente que 
el tiempo dedicado a la rendición de 
cuentas representa una carga de tra-
bajo importante, y que esto limita, 
según su experiencia, el tiempo que 
pueden ocupar en los servicios dirigi-
dos a la población, el análisis y la toma 
de distancia frente a las situaciones 
que enfrentan38. De manera más ge-
neral, ninguno de los 36 profesionales 
entrevistados en Quebec y en Fran-
cia afirman que el funcionamiento 
es más eficaz o eficiente, más bien el 
sentimiento general es que hubo una 
reducción de la cantidad de servicios 
ofrecidos a la población, así como una 
pérdida de su calidad –en particular 
la idea de una deshumanización de la 
intervención es recurrente–. Por otra 
parte, algunas críticas son formula-
das a propósito del uso de los datos 
estadísticos transmitidos en el marco 
de la rendición de cuentas: “Lo que yo 
encuentro difícil es el papeleo, son los 
papeles, las estadísticas, los formula-
rios… yo encuentro que hay demasia-

do, demasiado control ahora sobre lo 
que hacemos. Nosotros llevamos las 
estadísticas desde los años 1980, lo 
que suponía nos permitiría justificar 
nuestro presupuesto, nos daría más 
dinero, pero eso no es realmente lo 
que ocurre. No hay más dinero, y en 
un momento dado, se nos dice: “Uste-
des han visto tantas personas, ustedes 
han ocupado tanto tiempo para verlos, 
y el otro consultorio no lo hace así”. Y 
ellos no tienen en cuenta la particula-
ridad de cada uno de los territorios. Yo 
encuentro eso deprimente, euh… frus-
trante.” (Sra. A., trabajadora social en 
CSSS, Montreal, Quebec).
El testimonio de esta trabajadora so-
cial ilustra claramente el análisis que 
produce Christophe Dejours en cuan-
to a los mecanismos de evaluación de 
la actividad de los profesionales de 
la intervención. Las evaluaciones en 
cuestión, evaluaciones de las perfor-
mances individuales, son por lo demás 
criticables ya que son arbitrarias. La 
evaluación cuantitativa y objetiva del 
trabajo, en efecto, no puede ser sino el 
pretexto para la arbitrariedad ya que 
es fácil mostrar que lo esencial del tra-
bajo no es evaluable ni objetivamente 
ni cuantitativamente. Se desprende 
necesariamente de estas evaluaciones 
un sentimiento confuso de injusticia 
que juega un rol también en la apari-
ción de descompensaciones, princi-
palmente bajo la forma de síndromes 
depresivos y de síndromes de perse-
cución (2006: 135).
Un sentimiento de desmoralización se 
hace muy palpable en los profesiona-
les de la intervención en ciertas entre-
vistas. Una pérdida de confianza en la 
institución es expresada de manera re-
currente: “Los valores de mi profesión 
no son necesariamente congruentes 
con los valores de las instituciones 
para las cuales yo trabajo. Yo veo que 
hay como un cambio mayor de para-
digma hoy”. (Sra. G., trabajadora social 
en CSSS, Montreal, Quebec).
“Como es eso que la estructura nota 
que hay burn-out, además desgas-
te, además… además tú sabes, yo no 
quiero juzgar, yo intento tener con-
fianza en mi jefa, y en la gran jefa, 

y en la gran gran jefa, además euh… 
yo intento tener confianza en su jui-
cio”. (M.E., trabajador social en CSSS, 
Montreal, Quebec).
“Tenemos casos increíbles, lo que hace 
que el lado humano, es tedioso, pero 
a veces eso se deja un poco de lado… 
Además eso es una enorme desventa-
ja porque no concuerda con nuestros 
valores, además nos es muy difícil vi-
vir con eso”. (Sra. F., trabajadora social 
en CSSS, Montreal, Quebec).
Constatamos así que la supervisión 
más estrecha de las prácticas, se-
gún objetivos y modalidades que son 
cuestionados por un buen número 
de profesionales de la intervención, 
genera en estos últimos un males-
tar importante. Estas observaciones 
convergen y otorgan un enfoque cua-
litativo a los resultados de estudios 
cuantitativos que muestran, por una 
parte, un amplio desacuerdo entre los 
profesionales de la intervención y las 
transformaciones en las orientaciones 
y organización del trabajo en la red 
de la salud y de los servicios sociales 
en Quebec (Soares, 2010), y por otra 
parte, los vínculos entre el hecho de 
tener poca capacidad decisional y el 
sufrimiento en el trabajo, en el contex-
to de un trabajo emocionalmente muy 
exigente (Vézina y Saint-Arnaud, 2011). 
Estas observaciones confluyen igual-
mente los resultados de investigacio-
nes realizadas en el sector de la salud 
en Francia (Molinier, 2004; Cintas, 
2007). Precisemos que, en el caso de 
Quebec, nuestra investigación se llevó 
a cabo en un CSSS distinto de aquel 
de la investigación de Soares, lo que 
parece indicar que el malestar de los 
profesionales de la intervención exce-
de el caso de un organismo en particu-
lar. En Columbia-Británica, el número 
de licencias por enfermedad aumentó 
anormalmente entre 2002 y 2006, pe-
riodo en el cual 10% del personal del 
Ministerio del Bienestar de los niños 
renunciaron a su empleo invocando 
los motivos siguientes: Casos inmane-
jables, falta de confianza en todos los 
niveles de la gestión, altos niveles de 
estrés, falta de recursos para la pre-
vención y el soporte para los niños y 
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Fenómenos de pérdida de 
confianza frente a la insti-
tución de parte de los profe-
sionales de la intervención
Los profesionales de la intervención 
ocupan una posición privilegiada para 
testimoniar sobre las modalidades de 
organización de su actividad. ¿Qué 
dicen estos profesionales sobre la or-
ganización de su actividad y cuál es 
su punto de vista sobre las condicio-
nes actuales de sus prácticas de in-
tervención? De manera general, ellos 
presentan una mirada bastante crítica 
sobre las transformaciones recientes 
del campo social y de la salud, y esto 
de forma más marcada en el caso de 
los profesionales que tienen más de 
diez años de práctica profesional. 
De un total de 36 participantes que 
trabajan en diferentes contextos y 
organismos (la selección fue realiza-
da deliberadamente de manera muy 
heterogénea), ninguno sostiene que 
la evolución de las políticas sociales 
ha sido globalmente positiva, mien-
tras que discursos muy críticos son 
regularmente enunciados durante las 
entrevistas. Entre los pocos aspectos 
percibidos de manera positiva por los 
participantes, seis profesionales sobre 
36 estiman que las políticas actuales 
permiten de luchar contra el “asisten-
cialismo” o contra las personas que 
“se aprovechan del sistema”. Por otra 
parte, la idea que las modalidades de 
programas de acción o de inserción 
permiten de dinamizar las personas es 
expresada por los profesionales, parti-
cularmente por los consejeros y con-
sejeras en inserción profesional entre-
vistadas en Francia (11 apariciones del 
verbo “dinamizar” en el discurso de 
5 profesionales). Estas percepciones 
positivas representan un contrapunto 
poco frecuente a una mirada amplia-
mente negativa sobre la evolución que 
ha marcado el campo social en los úl-
timos años. 
En un primer momento, nosotros he-
mos descrito las principales carac-
terísticas de las políticas sociales de 
activación: ¿Cómo se traducen con-
cretamente estas características en 
las prácticas de los profesionales de 

la intervención? Los datos empíricos 
recogidos en el marco de nuestras in-
vestigaciones permiten observar las 
formas que toma el modelo de Estado 
social activo en diferentes contextos 
y lugares de práctica. La estandariza-
ción de la actividad introduce nuevos 
funcionamientos, enmarcados por 
normas, blancos específicos (objetivos 
cuantitativos) y procedimientos más 
precisos. A este marco prescriptivo 
se asocian medios de verificación que 
buscan asegurarse de manera estrecha 
que la intervención sigue el curso es-
perado y que el “blanco” es alcanzado. 
Por ejemplo, la verificación se efectúa 
de la manera siguiente en las organi-
zaciones de inserción profesional en 
Francia que recibe financiamiento del 
Fondo social europeo: Dado que es 
Europa, ellos controlan todo. Hay que 
guardar todo, hay que pensar en archi-
var bien nuestras convenciones. Para 
el fin de año, es necesario archivar 
todo el año, sabiendo que, en general, 
una vez por año, tenemos un control 
de los servicios entregados. Entonces 
por ejemplo, ¿esto quiere decir que 
uno viene con todas sus casos, ellos 
toman unos diez al azar y los abren: 
“¿Qué puede decirme usted de esta 
persona? ¿Cuáles son sus avances, y 
su CV, porque no está hecho? ¿Cuáles 
son sus avances pedagógicos, hasta 
dónde ha llegado?, etc.”. Tenemos tres 
minutos por carpeta. (Sra. K., conse-
jera pedagógica en inserción profesio-
nal, Lyon, France).
Dado que los consejos generales36 fi-
nancian igualmente estos organismos, 
ellos realizan paralelamente otra ve-
rificación de las actividades de inter-
vención: El Consejo General dice: es 
nuestro deber estar en todo momento 
a su disposición para hacer el estado 
de situación de todos los beneficiarios. 
[…] El año pasado, fuimos tres veces 
en los tres territorios en donde inter-
venimos, en un encuentro cara a cara, 
con nuestra síntesis de evaluación: 
ahí, uno por uno, 150 personas. Prime-
ro: “¿Qué hicieron ustedes? ¿Qué hizo 
la persona? ¿Por qué la persona está 
aquí? Su contrato de inserción no está 
al día…”. ¡Y no pasamos por alto a nin-

guna de las 150 personas!
Así vemos como se despliega concre-
tamente la activación de los profesio-
nales de la intervención quienes deben 
demostrar la eficacia y la pertinencia 
de su acción frente a sus financistas, 
particularmente presentando “indica-
dores de logro37” suficientemente ele-
vados como para que su financiamien-
to sea reconducido. La verificación de 
la actividad no es siempre realizada de 
manera tan estrecha, pero ella está sin 
embargo bien presente en el espíritu 
del conjunto de los profesionales de 
la intervención interrogados, quienes 
impugnan por otro lado regularmente 
estas modalidades de verificación: “La 
rendición de cuentas, tú sabes, la car-
ga administrativa de este programa, 
¡ufff! Esto nos impide un poco, yo en-
cuentro, de estar en la acción, además 
de… dar cuenta realmente de nuestra 
profesión en el cotidiano, ahí, cuando 
pasamos prácticamente casi el mismo 
tiempo llenando formularios, notas, 
estadísticas…” (Sra. C., trabajadora so-
cial en CSSS, Montreal, Quebec).
Seis de los nueves profesionales de la 
intervención entrevistados en Que-
bec enuncian espontáneamente que 
el tiempo dedicado a la rendición de 
cuentas representa una carga de tra-
bajo importante, y que esto limita, 
según su experiencia, el tiempo que 
pueden ocupar en los servicios dirigi-
dos a la población, el análisis y la toma 
de distancia frente a las situaciones 
que enfrentan38. De manera más ge-
neral, ninguno de los 36 profesionales 
entrevistados en Quebec y en Fran-
cia afirman que el funcionamiento 
es más eficaz o eficiente, más bien el 
sentimiento general es que hubo una 
reducción de la cantidad de servicios 
ofrecidos a la población, así como una 
pérdida de su calidad –en particular 
la idea de una deshumanización de la 
intervención es recurrente–. Por otra 
parte, algunas críticas son formula-
das a propósito del uso de los datos 
estadísticos transmitidos en el marco 
de la rendición de cuentas: “Lo que yo 
encuentro difícil es el papeleo, son los 
papeles, las estadísticas, los formula-
rios… yo encuentro que hay demasia-

do, demasiado control ahora sobre lo 
que hacemos. Nosotros llevamos las 
estadísticas desde los años 1980, lo 
que suponía nos permitiría justificar 
nuestro presupuesto, nos daría más 
dinero, pero eso no es realmente lo 
que ocurre. No hay más dinero, y en 
un momento dado, se nos dice: “Uste-
des han visto tantas personas, ustedes 
han ocupado tanto tiempo para verlos, 
y el otro consultorio no lo hace así”. Y 
ellos no tienen en cuenta la particula-
ridad de cada uno de los territorios. Yo 
encuentro eso deprimente, euh… frus-
trante.” (Sra. A., trabajadora social en 
CSSS, Montreal, Quebec).
El testimonio de esta trabajadora so-
cial ilustra claramente el análisis que 
produce Christophe Dejours en cuan-
to a los mecanismos de evaluación de 
la actividad de los profesionales de 
la intervención. Las evaluaciones en 
cuestión, evaluaciones de las perfor-
mances individuales, son por lo demás 
criticables ya que son arbitrarias. La 
evaluación cuantitativa y objetiva del 
trabajo, en efecto, no puede ser sino el 
pretexto para la arbitrariedad ya que 
es fácil mostrar que lo esencial del tra-
bajo no es evaluable ni objetivamente 
ni cuantitativamente. Se desprende 
necesariamente de estas evaluaciones 
un sentimiento confuso de injusticia 
que juega un rol también en la apari-
ción de descompensaciones, princi-
palmente bajo la forma de síndromes 
depresivos y de síndromes de perse-
cución (2006: 135).
Un sentimiento de desmoralización se 
hace muy palpable en los profesiona-
les de la intervención en ciertas entre-
vistas. Una pérdida de confianza en la 
institución es expresada de manera re-
currente: “Los valores de mi profesión 
no son necesariamente congruentes 
con los valores de las instituciones 
para las cuales yo trabajo. Yo veo que 
hay como un cambio mayor de para-
digma hoy”. (Sra. G., trabajadora social 
en CSSS, Montreal, Quebec).
“Como es eso que la estructura nota 
que hay burn-out, además desgas-
te, además… además tú sabes, yo no 
quiero juzgar, yo intento tener con-
fianza en mi jefa, y en la gran jefa, 

y en la gran gran jefa, además euh… 
yo intento tener confianza en su jui-
cio”. (M.E., trabajador social en CSSS, 
Montreal, Quebec).
“Tenemos casos increíbles, lo que hace 
que el lado humano, es tedioso, pero 
a veces eso se deja un poco de lado… 
Además eso es una enorme desventa-
ja porque no concuerda con nuestros 
valores, además nos es muy difícil vi-
vir con eso”. (Sra. F., trabajadora social 
en CSSS, Montreal, Quebec).
Constatamos así que la supervisión 
más estrecha de las prácticas, se-
gún objetivos y modalidades que son 
cuestionados por un buen número 
de profesionales de la intervención, 
genera en estos últimos un males-
tar importante. Estas observaciones 
convergen y otorgan un enfoque cua-
litativo a los resultados de estudios 
cuantitativos que muestran, por una 
parte, un amplio desacuerdo entre los 
profesionales de la intervención y las 
transformaciones en las orientaciones 
y organización del trabajo en la red 
de la salud y de los servicios sociales 
en Quebec (Soares, 2010), y por otra 
parte, los vínculos entre el hecho de 
tener poca capacidad decisional y el 
sufrimiento en el trabajo, en el contex-
to de un trabajo emocionalmente muy 
exigente (Vézina y Saint-Arnaud, 2011). 
Estas observaciones confluyen igual-
mente los resultados de investigacio-
nes realizadas en el sector de la salud 
en Francia (Molinier, 2004; Cintas, 
2007). Precisemos que, en el caso de 
Quebec, nuestra investigación se llevó 
a cabo en un CSSS distinto de aquel 
de la investigación de Soares, lo que 
parece indicar que el malestar de los 
profesionales de la intervención exce-
de el caso de un organismo en particu-
lar. En Columbia-Británica, el número 
de licencias por enfermedad aumentó 
anormalmente entre 2002 y 2006, pe-
riodo en el cual 10% del personal del 
Ministerio del Bienestar de los niños 
renunciaron a su empleo invocando 
los motivos siguientes: Casos inmane-
jables, falta de confianza en todos los 
niveles de la gestión, altos niveles de 
estrés, falta de recursos para la pre-
vención y el soporte para los niños y 
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familias (en Weinberg, 2009: 140).
Estas formas de pérdida de confianza 
de los profesionales frente a su insti-
tución, que Merlinda Weinberg analiza 
desde el ángulo de la aflicción moral, 
presentan una dimensión internacio-
nal ya que se les puede observar igual-
mente en Francia (Dejours, 2006), en 
Australia (Lonne, McDonald y Fox, 
2004), etc. Estos diferentes trabajos 
documentan la dimensión que ha des-
aparecido del marco de evaluación del 
EGIPSS, aplicada al sistema de salud y 
de servicios sociales, aquella que de-
bería estimar el “consenso sobre los 
valores del sistema y el clima organi-
zacional” (CSBE, 2005: 17). El conjun-
to de estudios cuantitativos y cualita-
tivos que podrían ser vinculados a esta 
dimensión constituye una base razo-
nable para pensar que hay, en Quebec 
como en los otros países que ponen en 
práctica la lógica del Estado social ac-
tivo, un problema mayor en el plano de 
la confianza de los profesionales de la 
intervención frente a las orientaciones 
y los métodos aplicados en el campo 
de la salud y de los servicios sociales. 
El impacto de estas orientaciones polí-
ticas y organizacionales para aquellos 
profesionales se traduce en un ele-
vado costo humano (desmotivación, 
aflicción moral en el trabajo, ausentis-
mo laboral, burn-out), que representa 
el primer impasse ético de las políticas 
de activación.

Efectos nocivos para la 
calidad de la intervención
Después de haber subrayado los efec-
tos negativos de las transformaciones 
de la orientación y de la organización 
de la actividad para los profesionales 
de la intervención del campo de la sa-
lud y de los servicios sociales, vamos a 
centrar el análisis sobre los impactos 
que estos cambios tienen en el profe-
sional mismo. 

Impactos negativos de la 
desmotivación o la fatiga 
de los profesionales 
Como acabamos de ver, la constata-
ción de los efectos de la desmotivación, 
del aumento del ausentismo laboral, 

del malestar en el trabajo y del ago-
tamiento en el campo de la salud y de 
los servicios sociales está ampliamen-
te establecida. Más allá del importante 
costo social y económico (Maslach y 
Leiter, 2008), estos fenómenos tienen 
igualmente impactos negativos sobre 
los beneficiarios de las políticas de ac-
tivación. En efecto, ha sido claramente 
establecido que la desmotivación y el 
agotamiento profesionales conducen 
regularmente a actitudes problemá-
ticas en el plano ético de parte de los 
profesionales de la intervención (Dyr-
bye y col., 2011): indiferencia, falta de 
reconocimiento, desvalorización de los 
beneficiarios. Aquello puede ser re-
lacionado con las críticas formuladas 
por los beneficiarios que fueron men-
cionadas en el inicio de este artículo 
(Durif-Bruckert y Gonin, 2011). Duran-
te las entrevistas realizadas en Quebec 
a los adultos mayores (Grenier, 2011), 
estos criticaron frecuentemente las in-
tervenciones hechas de manera imper-
sonal: “A mí me gustaría que respeta-
ran el mundo como humanos, no como 
números. Dios mío que es feo eso y 
que no me gusta. Es terrible” (Sra. B. 
M., Montréal).

La estandarización como 
obstáculo a la considera-
ción de la singularidad
Paralelamente al factor del malestar 
de los profesionales de la interven-
ción, la despersonalización vivida por 
los usuarios en su relación con estos 
últimos puede ser también vinculada 
con la estandarización de las inter-
venciones. Esta reduce la posibilidad 
de singularizar la acción en relación 
a la situación y a las necesidades de 
los usuarios. En la investigación cita-
da anteriormente (Grenier, 2011), los 
adultos mayores entrevistados tenían 
el sentimiento de obtener lo que les 
correspondía al solicitar los servicios 
cuando eran tratados como perso-
nas únicas, en su singularidad. Desde 
luego, el principio de equidad en el 
abordaje de las demandas –que pue-
de justificar el hecho de recurrir a una 
intervención estandarizada– es una 
exigencia ética importante. Sin embar-

go, esta exigencia ética puede entrar 
en contradicción con otra exigencia: 
aquella del “respeto de la individua-
lidad”, tal que la formula el código de 
ética du CSSS Jeanne-Mance (2008), 
y que confluye con el principio de 
“abstenerse de ejercer su profesión 
de manera impersonal” enunciado en 
el código de deontología que se aplica 
al trabajo social en Quebec. Teniendo 
en cuenta que ninguno de estos prin-
cipios puede ser priorizado uno fren-
te al otro, la tensión entre la equidad 
y la consideración de la singularidad 
constituye una complejidad inherente 
a la intervención, complejidad que no 
puede ser reducida sin producir pro-
blemas en el plano ético. En efecto, en 
el contexto de sociedades marcadas 
en el plano axiológico, por un ideal de 
singularidad (Namian, 2011), esta últi-
ma no puede ser evacuada sin violen-
tar a los usuarios en el plano subjetivo. 
Las críticas formuladas por los desti-
natarios de estas políticas que fueron 
interrogados dan testimonio del im-
passe ético que presentan las inter-
venciones que se fundan en un mar-
co que deviene rígido a fuerza de ser 
estandarizado, y que deja poco lugar 
a la personalización entendida como 
consideración de la singularidad de la 
demanda de una persona en relación a 
la acción profesional. 

La dominación de la ra-
cionalidad económica en 
detrimento del recono-
cimiento de los aspectos 
afectivos esenciales que se 
alojan en las relaciones 
humanas
En tercer lugar, la “racionalización” 
de la actividad, que tiende a proyectar 
esta fundamentalmente según un mar-
co de análisis económico (postulado 
del homo œconomicus, donde la aten-
ción se concentra sobre los costos y 
beneficios a corto plazo), deja gene-
ralmente poco lugar, en la concepción 
y organización del trabajo, a la consi-
deración de la dimensión afectiva que 
se enlaza a las interacciones sociales. 
Ahora bien, esta negación de fenóme-
nos determinantes de las conductas y 

las relaciones humanas, muy poco ra-
cional en resumen, conduce a privarse 
de elementos mayores que informan 
la acción. Aquello puede, por otra 
parte, suscitar el problema siguiente: 
una falla en el reconocimiento de las 
necesidades afectivas fue frecuente-
mente señalado por los usuarios de 
esta intervención. La demanda de “que 
nos traten como una persona humana 
que necesita de TLC: tender loving 
care, “la “necesidad de más cariño” 
(Sra. P., Montérégie) fue mencionada. 
Estas expectativas cuestionan de ma-
nera innegable los límites del rol de la 
sociedad civil y del Estado, así como 
las concepciones culturales según las 
cuales la afectividad no tiene exis-
tencia legítima que en el campo de la 
sociabilidad primaria que caracteriza 
las relaciones familiares o de amistad 
(Godbout y Caillé, 1992). Sin embargo, 
perspectivas como la ética del cuidado 
(Tronto, 2010; Paperman, 2010) permi-
ten tener en cuenta esta dimensión en 
el campo profesional para integrar los 
aspectos relacionales y afectivos que 
se encuentran en juego en la concep-
ción y realización de una intervención 
profesional de calidad en los planos 
teórico, metodológico y ético. La ra-
cionalización de la actividad tal que 
ella se opera en el marco de las polí-
ticas de activación no es por tanto la 
única racionalidad posible para conce-
bir y organizar la puesta en práctica de 
las intervenciones sociales. 

Contradicciones internas 
y efectos perversos de las 
formas actuales de orien-
tación y de evaluación de 
la actividad
Se había afirmado, en la primera sec-
ción de este artículo, que las políticas 
de activación inducen un control más 
estrecho de la actividad de los profe-
sionales de la intervención. Aquello se 
traduce, concretamente, en la defini-
ción de la actividad en una modalidad 
operacional y procedural, sobre la 
base de objetivos, normas y de “bue-
nas prácticas” comprendidas como 
actos técnicos que es necesario pro-
ducir. El contenido de diferentes guías 

de práctica, que abundan desde hace 
algunos años, da testimonio de esta 
tendencia, según la cual un buen tra-
bajo corresponde a la aplicación co-
rrecta de las prácticas prescritas. La 
solicitud política y organizacional de 
ajustarse a estos estándares tiende así 
a reforzar un estado “agéntico” en los 
profesionales de la intervención, esta-
do en el cual se transforman en “agen-
te de la voluntad de otro” (Milgram, 
1974) que rige su conducta en función 
de las prescripciones formuladas por 
la autoridad. Ahora bien, el corolario 
bien conocido del pasaje al estado 
agéntico es la pérdida del sentimiento 
de responsabilidad. 
Al mismo tiempo, el discurso de im-
putabilidad de los profesionales de la 
intervención se hace más presente, y 
un llamado a la “responsabilidad po-
blacional” (MSSS, 2011) es formulado. 
Agregando una imputabilidad más 
grande a una prescripción más estric-
ta de las conductas a realizar, las polí-
ticas sociales de activación contienen 
una contradicción interna muy difícil 
de sobrellevar para los profesionales 
de la intervención. Como lo enfatizan 
Clot y Litim: “Es necesario siempre 
de manera más frecuente asumir las 
responsabilidades de la acción so-
bre otros y sus imprevistos sin po-
der actuar sobre aquello que vuelve 
esta acción creíble, eficaz o legítima” 
(2008:103). Las declaraciones de esta 
trabajadora social ilustran en qué sen-
tido aquello suscita un sentimiento de 
impotencia e injusticia: “Además de 
sentirme impotente en un organismo 
que ha crecido tanto, además… Parti-
cipamos tan poco en la toma de deci-
siones, igual que la información, nos 
enteramos cuando las cosas se ha-
cen. No somos consultados sobre los 
impactos, entonces después somos 
nosotros que tenemos recoger los pe-
dazos rotos de ambos lados. […] Tene-
mos que decir a las personas: ‘Ustedes 
son las tercera prioridad, ustedes no 
tendrán servicios. Los pondremos en 
una lista de espera”. Entonces eso des-
humaniza, ya que somos nosotros que 
estamos a cargo de eso, y tú sabes, 
cuando uno no está de acuerdo con 
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familias (en Weinberg, 2009: 140).
Estas formas de pérdida de confianza 
de los profesionales frente a su insti-
tución, que Merlinda Weinberg analiza 
desde el ángulo de la aflicción moral, 
presentan una dimensión internacio-
nal ya que se les puede observar igual-
mente en Francia (Dejours, 2006), en 
Australia (Lonne, McDonald y Fox, 
2004), etc. Estos diferentes trabajos 
documentan la dimensión que ha des-
aparecido del marco de evaluación del 
EGIPSS, aplicada al sistema de salud y 
de servicios sociales, aquella que de-
bería estimar el “consenso sobre los 
valores del sistema y el clima organi-
zacional” (CSBE, 2005: 17). El conjun-
to de estudios cuantitativos y cualita-
tivos que podrían ser vinculados a esta 
dimensión constituye una base razo-
nable para pensar que hay, en Quebec 
como en los otros países que ponen en 
práctica la lógica del Estado social ac-
tivo, un problema mayor en el plano de 
la confianza de los profesionales de la 
intervención frente a las orientaciones 
y los métodos aplicados en el campo 
de la salud y de los servicios sociales. 
El impacto de estas orientaciones polí-
ticas y organizacionales para aquellos 
profesionales se traduce en un ele-
vado costo humano (desmotivación, 
aflicción moral en el trabajo, ausentis-
mo laboral, burn-out), que representa 
el primer impasse ético de las políticas 
de activación.

Efectos nocivos para la 
calidad de la intervención
Después de haber subrayado los efec-
tos negativos de las transformaciones 
de la orientación y de la organización 
de la actividad para los profesionales 
de la intervención del campo de la sa-
lud y de los servicios sociales, vamos a 
centrar el análisis sobre los impactos 
que estos cambios tienen en el profe-
sional mismo. 

Impactos negativos de la 
desmotivación o la fatiga 
de los profesionales 
Como acabamos de ver, la constata-
ción de los efectos de la desmotivación, 
del aumento del ausentismo laboral, 

del malestar en el trabajo y del ago-
tamiento en el campo de la salud y de 
los servicios sociales está ampliamen-
te establecida. Más allá del importante 
costo social y económico (Maslach y 
Leiter, 2008), estos fenómenos tienen 
igualmente impactos negativos sobre 
los beneficiarios de las políticas de ac-
tivación. En efecto, ha sido claramente 
establecido que la desmotivación y el 
agotamiento profesionales conducen 
regularmente a actitudes problemá-
ticas en el plano ético de parte de los 
profesionales de la intervención (Dyr-
bye y col., 2011): indiferencia, falta de 
reconocimiento, desvalorización de los 
beneficiarios. Aquello puede ser re-
lacionado con las críticas formuladas 
por los beneficiarios que fueron men-
cionadas en el inicio de este artículo 
(Durif-Bruckert y Gonin, 2011). Duran-
te las entrevistas realizadas en Quebec 
a los adultos mayores (Grenier, 2011), 
estos criticaron frecuentemente las in-
tervenciones hechas de manera imper-
sonal: “A mí me gustaría que respeta-
ran el mundo como humanos, no como 
números. Dios mío que es feo eso y 
que no me gusta. Es terrible” (Sra. B. 
M., Montréal).

La estandarización como 
obstáculo a la considera-
ción de la singularidad
Paralelamente al factor del malestar 
de los profesionales de la interven-
ción, la despersonalización vivida por 
los usuarios en su relación con estos 
últimos puede ser también vinculada 
con la estandarización de las inter-
venciones. Esta reduce la posibilidad 
de singularizar la acción en relación 
a la situación y a las necesidades de 
los usuarios. En la investigación cita-
da anteriormente (Grenier, 2011), los 
adultos mayores entrevistados tenían 
el sentimiento de obtener lo que les 
correspondía al solicitar los servicios 
cuando eran tratados como perso-
nas únicas, en su singularidad. Desde 
luego, el principio de equidad en el 
abordaje de las demandas –que pue-
de justificar el hecho de recurrir a una 
intervención estandarizada– es una 
exigencia ética importante. Sin embar-

go, esta exigencia ética puede entrar 
en contradicción con otra exigencia: 
aquella del “respeto de la individua-
lidad”, tal que la formula el código de 
ética du CSSS Jeanne-Mance (2008), 
y que confluye con el principio de 
“abstenerse de ejercer su profesión 
de manera impersonal” enunciado en 
el código de deontología que se aplica 
al trabajo social en Quebec. Teniendo 
en cuenta que ninguno de estos prin-
cipios puede ser priorizado uno fren-
te al otro, la tensión entre la equidad 
y la consideración de la singularidad 
constituye una complejidad inherente 
a la intervención, complejidad que no 
puede ser reducida sin producir pro-
blemas en el plano ético. En efecto, en 
el contexto de sociedades marcadas 
en el plano axiológico, por un ideal de 
singularidad (Namian, 2011), esta últi-
ma no puede ser evacuada sin violen-
tar a los usuarios en el plano subjetivo. 
Las críticas formuladas por los desti-
natarios de estas políticas que fueron 
interrogados dan testimonio del im-
passe ético que presentan las inter-
venciones que se fundan en un mar-
co que deviene rígido a fuerza de ser 
estandarizado, y que deja poco lugar 
a la personalización entendida como 
consideración de la singularidad de la 
demanda de una persona en relación a 
la acción profesional. 

La dominación de la ra-
cionalidad económica en 
detrimento del recono-
cimiento de los aspectos 
afectivos esenciales que se 
alojan en las relaciones 
humanas
En tercer lugar, la “racionalización” 
de la actividad, que tiende a proyectar 
esta fundamentalmente según un mar-
co de análisis económico (postulado 
del homo œconomicus, donde la aten-
ción se concentra sobre los costos y 
beneficios a corto plazo), deja gene-
ralmente poco lugar, en la concepción 
y organización del trabajo, a la consi-
deración de la dimensión afectiva que 
se enlaza a las interacciones sociales. 
Ahora bien, esta negación de fenóme-
nos determinantes de las conductas y 

las relaciones humanas, muy poco ra-
cional en resumen, conduce a privarse 
de elementos mayores que informan 
la acción. Aquello puede, por otra 
parte, suscitar el problema siguiente: 
una falla en el reconocimiento de las 
necesidades afectivas fue frecuente-
mente señalado por los usuarios de 
esta intervención. La demanda de “que 
nos traten como una persona humana 
que necesita de TLC: tender loving 
care, “la “necesidad de más cariño” 
(Sra. P., Montérégie) fue mencionada. 
Estas expectativas cuestionan de ma-
nera innegable los límites del rol de la 
sociedad civil y del Estado, así como 
las concepciones culturales según las 
cuales la afectividad no tiene exis-
tencia legítima que en el campo de la 
sociabilidad primaria que caracteriza 
las relaciones familiares o de amistad 
(Godbout y Caillé, 1992). Sin embargo, 
perspectivas como la ética del cuidado 
(Tronto, 2010; Paperman, 2010) permi-
ten tener en cuenta esta dimensión en 
el campo profesional para integrar los 
aspectos relacionales y afectivos que 
se encuentran en juego en la concep-
ción y realización de una intervención 
profesional de calidad en los planos 
teórico, metodológico y ético. La ra-
cionalización de la actividad tal que 
ella se opera en el marco de las polí-
ticas de activación no es por tanto la 
única racionalidad posible para conce-
bir y organizar la puesta en práctica de 
las intervenciones sociales. 

Contradicciones internas 
y efectos perversos de las 
formas actuales de orien-
tación y de evaluación de 
la actividad
Se había afirmado, en la primera sec-
ción de este artículo, que las políticas 
de activación inducen un control más 
estrecho de la actividad de los profe-
sionales de la intervención. Aquello se 
traduce, concretamente, en la defini-
ción de la actividad en una modalidad 
operacional y procedural, sobre la 
base de objetivos, normas y de “bue-
nas prácticas” comprendidas como 
actos técnicos que es necesario pro-
ducir. El contenido de diferentes guías 

de práctica, que abundan desde hace 
algunos años, da testimonio de esta 
tendencia, según la cual un buen tra-
bajo corresponde a la aplicación co-
rrecta de las prácticas prescritas. La 
solicitud política y organizacional de 
ajustarse a estos estándares tiende así 
a reforzar un estado “agéntico” en los 
profesionales de la intervención, esta-
do en el cual se transforman en “agen-
te de la voluntad de otro” (Milgram, 
1974) que rige su conducta en función 
de las prescripciones formuladas por 
la autoridad. Ahora bien, el corolario 
bien conocido del pasaje al estado 
agéntico es la pérdida del sentimiento 
de responsabilidad. 
Al mismo tiempo, el discurso de im-
putabilidad de los profesionales de la 
intervención se hace más presente, y 
un llamado a la “responsabilidad po-
blacional” (MSSS, 2011) es formulado. 
Agregando una imputabilidad más 
grande a una prescripción más estric-
ta de las conductas a realizar, las polí-
ticas sociales de activación contienen 
una contradicción interna muy difícil 
de sobrellevar para los profesionales 
de la intervención. Como lo enfatizan 
Clot y Litim: “Es necesario siempre 
de manera más frecuente asumir las 
responsabilidades de la acción so-
bre otros y sus imprevistos sin po-
der actuar sobre aquello que vuelve 
esta acción creíble, eficaz o legítima” 
(2008:103). Las declaraciones de esta 
trabajadora social ilustran en qué sen-
tido aquello suscita un sentimiento de 
impotencia e injusticia: “Además de 
sentirme impotente en un organismo 
que ha crecido tanto, además… Parti-
cipamos tan poco en la toma de deci-
siones, igual que la información, nos 
enteramos cuando las cosas se ha-
cen. No somos consultados sobre los 
impactos, entonces después somos 
nosotros que tenemos recoger los pe-
dazos rotos de ambos lados. […] Tene-
mos que decir a las personas: ‘Ustedes 
son las tercera prioridad, ustedes no 
tendrán servicios. Los pondremos en 
una lista de espera”. Entonces eso des-
humaniza, ya que somos nosotros que 
estamos a cargo de eso, y tú sabes, 
cuando uno no está de acuerdo con 
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las prácticas de su establecimiento, y 
que hay que ejecutarlas, y que se ven 
las carencias [de la población], se ve la 
necesidad. Gestionar eso, no es nada 
fácil’. (Sra. C., trabajadora social de un 
CSSS, Montreal). 
Por lo demás, el hecho de hacer pa-
sar la responsabilización de los pro-
fesionales de la intervención por una 
evaluación de sus resultados, que se 
limita a indicadores cuantitativos tales 
como el número de solicitudes atendi-
das por mes, ubica a los profesionales 
de la intervención en una situación 
bastante cercana a un conflicto de in-
tereses. Por ejemplo, el interés de los 
profesionales de la intervención, que 
consiste por una parte en atender las 
solicitudes lo más rápidamente posible 
para lograr “buenas estadísticas”, en-
tra por otra parte en conflicto con el 
principio de ofrecer una intervención 
de calidad (OTSTCFQ, 2010), que im-
plica una comprensión profunda de las 
características de la situación con la 
finalidad de entregar respuestas adap-
tadas y pertinentes, a corto y largo pla-
zo. Igualmente, las evaluaciones basa-
das en “indicadores de logro” pueden 
tender a reforzar el efecto Matthieu 
(Damon, 2002) por el cual, en el ám-
bito social, aquellos o aquellas que 
tendrían mayor necesidad de ayuda se 
encontrarían en desventaja en relación 
a personas que tienen menos dificulta-
des (Michalot, 2010): menos servicios 
otorgados, exclusión de un programa o 
cancelación de un cupo en albergues, 
menor compromiso de los profesiona-
les de la intervención… Mientras que 
los organismos y los profesionales de 
la intervención tengan que demostrar 
la pertinencia de sus acciones a través 
de resultados del tipo “indicadores de 
logro”, estrategias de selección de las 
personas más susceptibles de alcanzar 
los objetivos establecidos por los orga-
nismos que otorgan las subvenciones 
pueden ponerse en práctica: “Ya que 
sabemos que si uno fracasa en diez 
casos, son tal vez € 50,000 menos en 
subvenciones […]. Vamos a tener un 
público que presenta problemáticas 
más pesadas y de golpe no alcanzare-
mos nuestros planteados […]. Esto nos 
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las prácticas de su establecimiento, y 
que hay que ejecutarlas, y que se ven 
las carencias [de la población], se ve la 
necesidad. Gestionar eso, no es nada 
fácil’. (Sra. C., trabajadora social de un 
CSSS, Montreal). 
Por lo demás, el hecho de hacer pa-
sar la responsabilización de los pro-
fesionales de la intervención por una 
evaluación de sus resultados, que se 
limita a indicadores cuantitativos tales 
como el número de solicitudes atendi-
das por mes, ubica a los profesionales 
de la intervención en una situación 
bastante cercana a un conflicto de in-
tereses. Por ejemplo, el interés de los 
profesionales de la intervención, que 
consiste por una parte en atender las 
solicitudes lo más rápidamente posible 
para lograr “buenas estadísticas”, en-
tra por otra parte en conflicto con el 
principio de ofrecer una intervención 
de calidad (OTSTCFQ, 2010), que im-
plica una comprensión profunda de las 
características de la situación con la 
finalidad de entregar respuestas adap-
tadas y pertinentes, a corto y largo pla-
zo. Igualmente, las evaluaciones basa-
das en “indicadores de logro” pueden 
tender a reforzar el efecto Matthieu 
(Damon, 2002) por el cual, en el ám-
bito social, aquellos o aquellas que 
tendrían mayor necesidad de ayuda se 
encontrarían en desventaja en relación 
a personas que tienen menos dificulta-
des (Michalot, 2010): menos servicios 
otorgados, exclusión de un programa o 
cancelación de un cupo en albergues, 
menor compromiso de los profesiona-
les de la intervención… Mientras que 
los organismos y los profesionales de 
la intervención tengan que demostrar 
la pertinencia de sus acciones a través 
de resultados del tipo “indicadores de 
logro”, estrategias de selección de las 
personas más susceptibles de alcanzar 
los objetivos establecidos por los orga-
nismos que otorgan las subvenciones 
pueden ponerse en práctica: “Ya que 
sabemos que si uno fracasa en diez 
casos, son tal vez € 50,000 menos en 
subvenciones […]. Vamos a tener un 
público que presenta problemáticas 
más pesadas y de golpe no alcanzare-
mos nuestros planteados […]. Esto nos 
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Resumen
El éxito de las iniciativas que apuntan al desarrollo de las colectividades 
locales está basado en el liderazgo local. Más que un factor importante, el 
liderazgo es una condición sine qua non: sin liderazgo apropiado no hay 
éxito, nos indican las investigaciones recientes realizadas a este respecto. 
Pero no hay que equivocarse. No se trata de un liderazgo individual. Este 
artículo propone una reflexión sobre el tipo de liderazgo requerido, que 
debe combinar la acción individual con la acción colectiva, en un contexto 
donde se conjugan varios niveles de acción.

Palabras clave: Liderazgo, desarrollo local, comunidad, acción co-
lectiva, iniciativa local.

Abstract:
The key to the success of initiatives aiming at the development of local 
communities lies on local leadership. Further, the leadership is an essential 
condition: without appropriate leadership, there is no success as indicated 
a recent survey of local initiatives carried out in the Province of Quebec, 
Canada. However, we should not make a widespread mistake. The leaders-
hip required is not individual, but shared, which means distributed through 
the local actors. This paper proposes a brief reflection on the type of lea-
dership required to strength the collective capabilities of local communi-
ties, which must combine individual action and collective action.

Keywords: 
Leadership, Local development, Community, Collective action, Local ini-
tiative.
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